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Panel integrado por su presidente, el Juez González Vargas, la 
Jueza Vicenty Nazario y el Juez Rivera Torres. 
 
González Vargas, Troadio, Juez Ponente.  

 

S E N T E N C I A 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

 La compañía Carens Development Corp. (“Carens”) acude 

ante este Tribunal y nos solicita que revisemos una determinación 

emitida por la Junta de Planificación (“Junta”). Sin embargo, debido 

a que Carens no tiene legitimación para solicitar este tipo de 

remedio, procede que se desestime su solicitud por falta de 

jurisdicción.1 

I 

 El 30 de mayo de 2003, Carens –por conducto del ingeniero 

Juan Rodríguez Claudio– presentó una solicitud de consulta ante la 

Junta de Planificación. Carens proponía la ubicación de un proyecto 

                                                 
1
 Recuérdese, el requisito de legitimación activa es un elemento de umbral necesario 

para la debida adjudicación de los méritos de una controversia. Véase, Hernández 
Torres v. Gobernador, 129 DPR 824 (1992). Además, los tribunales deben asegurarse, a 
solicitud de parte o sua sponte, de la legitimación activa de quien promueve la acción. 
Noriega v. Hernández Colón, 135 DPR 406, 427 (1994).  
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residencial unifamiliar de interés social en seis predios de terreno 

radicados en el municipio de Morovis. Esos predios estaban 

calificados originalmente como un distrito R-0 (residencial cero). 

Carens solicitó la recalificación a un distrito R-3 (residencial 

intermedio). Luego de diversos trámites administrativos, el 11 de 

enero de 2007 la Junta notificó una Resolución en la que acordó la 

viabilidad del desarrollo de residencias unifamiliares en los terrenos 

propuestos, sujeto a algunas condiciones.  

 El 8 de noviembre de 2007, la extinta Administración de 

Reglamentos y Permisos (“ARPe”) autorizó el desarrollo preliminar 

para el aludido proyecto.2 Más adelante, Carens solicitó una 

prórroga para cumplir con las condiciones fijadas para el desarrollo. 

La ARPe concedió la prórroga por un año y advirtió a la parte que 

de no cumplirse con las condiciones durante ese término, entonces 

el caso quedaría archivado.  En junio de 2011, Carens solicitó 

nuevamente reapertura. El 1 de septiembre de 2011 la Junta de 

Planificación autorizó la reapertura a la que se le asignó un (1) año 

de vigencia.  

 El 20 de octubre de 2015, y al amparo del Artículo 9.05 de la 

Ley General de Corporaciones, Carens fue disuelta de manera 

voluntaria. Véase el Certificado de disolución en la página 25 del 

apéndice del recurso.  

 El 12 de enero de 2016, Carens –representada por el señor 

Carlos M. Barens Pérez– solicitó ante la Junta de Planificación una 

certificación de vigencia de su consulta. El 4 de febrero de 2016, 

notificada el 22, la Junta emitió una resolución en la que declaró no 

ha lugar a la solicitud de vigencia y denegó la reapertura. 

                                                 
2
 Hoy las funciones de la ARPe son ejercidas por la Oficina de Gerencias y Permisos 

(OGPe). 
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Inconforme, Carens –mediante el señor Barens Pérez– peticionó su 

reconsideración. En atención a la misma, el 8 de marzo, notificada 

el 7 de abril de 2016, la Junta la declaró no ha lugar y se reafirmó 

en su denegatoria. 

 El 5 de mayo de 2016, Carens sometió el presente recurso de 

revisión judicial. Le imputó error a la Junta al denegar la certificación 

de vigencia y al no establecer en su resolución determinaciones de 

hechos ni conclusiones de derecho, según dispone la Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme. No obstante lo anterior, y 

como explicaremos a continuación, Carens carece de legitimación 

para entablar  una reclamación, tanto ante la agencia administrativa 

recurrida, como  ante este Tribunal.  

II 

-A- 

Una corporación, por ficción de la ley,  es una entidad con 

personalidad jurídica propia  y distinta a la de sus accionistas.  

Artículo 27 del Código civil, 31 LPRA sec. 101; Sabalier v. Iglesias, 

34 DPR 352, 359 (1925). En tal capacidad puede adquirir y poseer 

bienes  de todas clases, así como contraer obligaciones y ejercitar 

acciones civiles y administrativas, conforme a las leyes y a las 

reglas de su constitución. 31 LPRA sec. 104.3 En otras palabras, 

una vez reconocida la personalidad jurídica de una corporación, 

ésta puede demandar y ser demandada, o tramitar gestiones o 

                                                 
3
 La Ley General de Corporaciones, Ley núm. 164 de 16 de diciembre de 2009, 

establece en el artículo 1.05 que: “[o]torgado y radicado el certificado de incorporación la 
persona o las personas que de tal modo se asociaren, sus sucesores y sus cesionarios, 
constituirán, a partir de la fecha de dicha radicación, o de haberse establecido en el 
certificado de incorporación, desde una fecha posterior que no exceda de noventa (90) 
días, una entidad corporativa con el nombre que aparezca en el certificado, sujeta a 
disolución según se dispone en este subtítulo.” 14 LPRA sec. 3505. 
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reclamos ante agencias administrativas. Véase el Artículo 2.02 de la 

Ley General de Corporaciones, 14 LPRA sec. 3522 (b).4  

Tal personalidad se adquiere luego de que se emite por la 

autoridad gubernamental el certificado de incorporación.  A partir de 

ese momento, la corporación adviene a la vida jurídica y a menos 

que contenga una disposición en el certificado que limite su 

existencia, continuará existiendo hasta que decida disolverse o 

hasta que el Estado anule su certificado de incorporación. C. E. 

Díaz Olivo, Derecho Corporativo: Corporaciones, Puerto Rico, 

Publicaciones Puertorriqueñas, 1999, pág. 241. Una de las maneras 

en que una corporación deja de existir es mediante un proceso de 

disolución, según dispuesto por el Art. 9.05 de la Ley General de 

Corporaciones, 14 LPRA sec. 3705. Dicho proceso es la “muerte 

jurídica” de la corporación y resulta en la terminación de esa  ficción 

de ley. La vigencia de la disolución será a la fecha de su 

presentación en las oficinas del Departamento de Estado. Véase los 

Artículos 1.03 (d) y 9.05 (c), 14 LPRA secs. 3503 (d) y 3706 (c). Sin 

embargo, la disolución no produce una extinción automática de la 

personalidad jurídica corporativa. La vida de la corporación se 

extiende de manera limitada por un período de tiempo con varios 

propósitos, como por ejemplo, para la venta o liquidación de los 

activos, pagar las obligaciones,  distribuir cualquier remanente entre 

los accionistas, entre otros. C. E. Díaz Olivo, op. cit., págs. 244-245. 

supra. En cuanto a este punto, el Artículo 9.08 de la Ley General de 

Corporaciones dispone:  

                                                 
4
 El concepto de personalidad jurídica propia implica, entre otras cosas, que para efectos 

de la responsabilidad de sus socios o accionistas, éstos, de ordinario, no responden en 
su carácter personal por las deudas y obligaciones de esta entidad. Véase los Artículos 
1.02 y 12.04 de la Ley General de Corporaciones, 14 LPRA secs. 3502 (b) (5) y 3784 (b); 
D.A.Co. v. Alturas Fl. Dev. Corp. y otro, 132 DPR 905, 924 (1993); Fleming v. Toa Alta 
Develop. Corp., 96 DPR 240, 244 (1968). 
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Toda corporación que se extinga por limitación 
propia o que por otro modo se disuelva, continuará 
como cuerpo corporativo por un plazo de tres (3) años a 
partir de la fecha de extinción o de disolución o por 
cualquier plazo mayor que el Tribunal de Primera 
Instancia (Sala Superior) en el ejercicio de su discreción 
disponga a los efectos de llevar adelante los pleitos 
entablados por la corporación y de proseguir con la 
defensa de los pleitos entablados contra ella, ya sean 
civiles, criminales o administrativos, así como a los 
efectos de liquidar y terminar el negocio, de cumplir con 
sus obligaciones y de distribuir a los accionistas los 
activos restantes. No podrá continuar la personalidad 
jurídica con el propósito de continuar los negocios 
para los cuales se creó dicha corporación.  

 
Respecto a cualquier acción, pleito o 

procedimiento entablado o instituido por la corporación 
o contra ella, antes de su extinción o dentro de los tres 
(3) años siguientes a su extinción o disolución, la 
corporación continuará como entidad corporativa 
después del plazo de los tres (3) años y hasta que se 
ejecuten totalmente cualesquiera sentencias, órdenes o 
decretos respecto a las acciones, pleitos 
procedimientos antes expresados, sin la necesidad de 
ninguna disposición especial a tal efecto por parte del 
Tribunal de Primera Instancia (Sala Superior). 14 LPRA 
sec. 3708. (Énfasis suplido) 

 
-B- 

El concepto de legitimación activa se ha definido como “la 

capacidad del demandante para realizar con eficacia actos 

procesales como parte litigante.” Lozada Tirado et al. v. Testigos 

Jehová, 177 DPR 893, 924 (2010). La legitimación activa consiste 

en la regla o exigencia de que sólo puede recurrir a un tribunal o a 

una agencia administrativa en busca de algún remedio legal aquél 

que pueda demostrar que: (1) ha sufrido un daño claro y palpable; 

(2) que el referido daño es real, inmediato y preciso, no abstracto o 

hipotético; (3) que existe una conexión entre el daño sufrido y la 

causa de acción ejercitada; y (4) que la causa de acción surge al 

palio de la Constitución o de una ley. Véase, Colegio de Peritos 

Electricistas de P.R. v. A.E.E., 150 DPR 327, 331 (2000); García 

Oyola v. J.C.A., 142 DPR 532, 538-539 (1997). Su propósito es 
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establecer que la parte tiene un interés en el pleito “de tal índole 

que, con toda probabilidad, habrá de proseguir su causa de acción 

vigorosamente y habrá de traer a la atención del tribunal las 

cuestiones en controversia.” Hernández Agosto v. Romero Barceló, 

112 DPR 407, 413 (1982). Por tratarse de un componente del 

principio de justiciabilidad, su ausencia incide irremediablemente 

sobre la jurisdicción del Tribunal en el caso. Col. Ópticos de P.R. v. 

Vani Visual Center,  124 DPR 559 (1989).   

III 

La corporación recurrente acompañó con su recurso un 

Certificado de disolución y hace mención de este hecho. En el 

mismo, con fecha de 20 de octubre de 2015, el Secretario de 

Estado certificó que “CARENS DEVELOPMENT CORPORATION”, 

registro número 132848, radicó un Certificado de Disolución, 

quedando la misma disuelta el 20 de octubre de 2015 a las 8:42 

a.m.”5 Ante este hecho, según adelantado y conforme el derecho 

corporativo antes mencionado, Carens carece de legitimación para 

promover, por sí, causas que no sean incidentales y necesarias a la 

liquidación de sus operaciones y a su defensa, conforme al art. 

9.08, antes transcrito.  

Como ya indicamos, la disolución de Carens el 20 de octubre 

de 2015 tuvo como efecto la terminación de su personalidad 

jurídica.  La citada disposición dispone claramente que la 

corporación disuelta “[n]o podrá continuar la personalidad jurídica 

con el propósito de continuar los negocios para los cuales se creó 

dicha corporación.” 14 LPRA sec. 3708.  

No cabe duda de que la solicitud tramitada por Carens ante la 

Junta de Planificación, la que, a su vez, origina este recurso, 

                                                 
5
 Véase la página 25 del apéndice del recurso de revisión judicial.  
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consiste de trámites propios de su operación regular, a modo de 

seguimiento, de los procesos iniciados cuando poseía personalidad 

jurídica para ello.  Se trata de adelantar el trámite de permisos ante 

el organismo competente para la realización de un proyecto 

residencial que interesaba desarrollar  la corporación Carens, aun 

vigente su certificado  de incorporación. No obstante, esa  

Corporación es al día de hoy inexistente para propósitos de las 

gestiones operacionales y de negocios que pretendió  llevar a cabo 

ante la Junta, así como con respecto al remedio judicial que 

promueve ante este Tribunal con el propósito ya señalado, de 

continuar una gestión de negocios para la cual ya no cuenta con 

personalidad jurídica y capacidad legal para llevarla a cabo.    

En claro que en vista de su inexistencia legal, Carens carece 

de legitimación activa para la referida reclamación, tanto ante la 

agencia, como ante este Tribunal.  

Como indica el Prof. Díaz Olivo,  al  disolverse, “la corporación 

sólo puede realizar aquellas gestiones y negocios incidentales y 

necesarios a la liquidación de sus operaciones, esto es, no puede 

continuar operando como lo hacía hasta esos momentos.” C. E. 

Díaz Olivo, op. cit., pág. 245.  

Ante el panorama antes expuesto, lo procedente es la  

desestimación de este recurso por falta de jurisdicción.  

IV 

 Por las razones expuestas, se desestima el recurso de autos. 

 Lo acuerda y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


